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a Real Academia de Ciencias Morales y Políticas fue creada por la Ley de 
Instrucción Pública de 1857. A lo largo de su historia, más de 280 persona-

lidades españolas de todos los campos de las ciencias sociales y la política han 
tenido asiento en su sede, ubicada en la Casa de los Lujanes de Madrid. Entre 
los 36 académicos fundadores figuraron cuatro ilustres sevillanos: Francisco de 
Cárdenas, Manuel García Gallardo, Manuel Cortina y Francisco Pacheco. Pos-
teriormente ingresaría, en 1892, el académico objeto de estudio en el presente 
trabajo: Antonio de Mena y Zorrilla.  

Antonio de Mena y Zorrilla nació en Sevilla el 15 de abril de 1823; su padre 
fue Ángel Mena y Tirado, un conocido médico que acabó dejando su profesión 
para convertirse en Capellán Real de la catedral hispalense en 1861. 

Estudió en la Universidad de Sevilla, donde destacó por su alto dominio del 
latín, filosofía y matemáticas, doctorándose en Derecho en julio de 1846, y ob-
teniendo ese mismo año el título de Licenciado en Filosofía y Letras. Destaca-
ron entre sus profesores el hegeliano José Contero Ramírez (1791-1857?), cate-
drático de Metafísica, y el kantiano Rivero. Así pues, los estudios filosóficos 
que Mena realizó en Sevilla no se salieron de los cauces de la ortodoxia cristia-
na, al decir de Menéndez y Pelayo. 

En dicha Universidad fue profesor auxiliar de Matemáticas en 1846, hacien-
do lo propio en la cátedra de Psicología y varias asignaturas de Derecho, ade-
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más de trabajar en la Secretaría de la misma; al mismo tiempo comenzó también 
a ejercer la abogacía.  

Permaneció en la capital andaluza hasta que se trasladó a Madrid a finales de 
1856, incorporándose al Ilustre Colegio de Abogados de Madrid. Poco antes se 
dio a conocer como abogado en la capital con la exitosa defensa que realizó del 
periódico “El Padre Cobos”, que había sido acusado de difamación por el go-
bierno en 18561. A principios de dicho año contrajo matrimonio con la hija del 
político Fernando Calvo Rubio, hecho que le encaminó hacia la política activa2. 

El entonces rector de la Universidad de Sevilla, Antonio Martín Villa, le en-
vió un sentido oficio de despedida en el que  

“lloraba la separación de uno de los hijos más dignos y predilectos de aquélla y 
que más honra prometían para lo futuro”, [expresando además] “la seguridad 
que le anima de que acrecentando Mena su gloria, honores y dignidades, con-
tribuiría a extender el lustre y esplendor de dicha corporación literaria, conser-
vando más los lazos de amor que la unían con un profesor tan distinguido”3. 

Seguidor inicialmente de la política moderada de Martínez de la Rosa4, Antonio 
de Mena obtuvo su primera acta de diputado en 1857, siendo elegido por Tala-
vera de la Reina. Se adhirió a la Unión Liberal de O’Donnell, y fue de nuevo 
elegido diputado por el distrito de Alcoy en 1858 y 1863. En esta legislatura de 
1858 fue miembro de la Comisión encargada de felicitar a la reina con motivo 
del cumpleaños del Príncipe de Asturias, secretario de la Comisión de peticio-
nes, de la del ferrocarril Utrera-Morón, de la del suplicatorio del juez de Lalín, y 
miembro de la Comisión de Actas; asimismo tomó parte en las discusiones so-
bre valores de la deuda pública al portador5. 

En la legislatura 1860-1861 fue miembro de la Comisión de reelección de 
diversos diputados, de la de peticiones, de repartimiento de tierras en Medinasi-
donia y secretario de la Comisión de prórroga para los ferrocarriles; además 
intervino en las discusiones del proyecto de ley de reivindicación de efectos 

                                                 
1 “El Padre Cobos” fue un periódico satírico dirigido por Cándido Nocedal que destacó por 

sus ataques a Espartero y O’Donnell durante el bienio progresista (1854-1856). 
2 VELASCO SÁNCHEZ, José T. “Antonio de Mena y Zorrilla”. Diccionario Biográfico Es-

pañol,  t. XXXIV, p. 386-387. Madrid: Real Academia de la Historia, 2013. 
3 AGUIRRE TEJADA, Manuel, conde de Tejada de Valdosera. “Necrología del Excmo. Sr. 

D. Antonio de Mena y Zorrilla”, en Necrologías de los señores académicos de número fallecidos 
desde el 1 de julio de 1885. Madrid, Imp. del Asilo de Huérfanos, 1898, t. I, p. 323 

4 CALVO GONZÁLEZ, José. “Antonio de Mena y Zorrilla”. Diccionario crítico de juristas 
españoles, portugueses y latinoamericanos. Málaga: Universidad de Málaga, 2006, vol. II, p. 121-
122. 

5 CONGRESO DE LOS DIPUTADOS. Diario de Sesiones. Serie histórica, CD-ROM nº 13 
(Legislaturas 1857, 1858, 1858-1860, 1860-1861, 1861-1862, 1862-1863, 1863-1864 y 1864-
1865). Índice de la legislatura de 1858, p. 16. 
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públicos, en la petición de indemnización por incendio de mieses, y en la cues-
tión de la unificación italiana, siendo esta última especialmente famosa por las 
réplicas que dio en el Congreso a Sagasta y Olózaga sobre dicho asunto en mar-
zo de 1861. En efecto, Sagasta pedía al gobierno de O’Donnell una política de 
simpatía hacia los actos revolucionarios en pro de la unidad italiana, y Mena, 
por su parte, defendía la política de protesta y reprobación de aquellos actos6. 
Su discurso recibió incluso las alabanzas de un contrincante suyo en el Parla-
mento como fue Luis González Bravo. 

En la siguiente legislatura, 1861-1862, formó parte, entre otras, de la Comi-
sión de etiqueta por el embarazo de la reina y el cumpleaños del Príncipe de 
Asturias, de la Comisión para asistir al alumbramiento de la reina, de la de dis-
enso paterno y adiciones a la ley electoral, así como de ampliación del artículo 
329 del Código Penal. Entre los discursos que pronunció en esta legislatura, 
destaca la necrología de Martínez de la Rosa, fallecido el 7 de febrero de 1862 y 
al que se dedicó toda la sesión del día 10 de febrero, con intervenciones de La-
fuente, González Bravo, Mena, Calderón y Collantes y Olózaga, algunos de 
ellos miembros fundadores de la Real Academia de Ciencias Morales y Políti-
cas. También intervino en los debates sobre la ley de disenso paterno, contribu-
yendo a que se incluyese en el orden legal español, y los celebrados en torno a 
la deuda de 18237. 

En la legislatura de 1862-1863 fue miembro de las comisiones de sanción 
penal en materia de elecciones, impuesto a los viajeros por ferrocarril y reelec-
ción de diversos diputados8; en la de 1863-1864, estuvo presente en las comi-
siones de etiqueta por el día de Reyes, ferrocarril de Medina a Salamanca, re-
elección del diputado Escario, policía de los ferrocarriles y reuniones públicas, 
participando en los debates sobre las actas de Villajoyosa y Castuera, contesta-
ción al discurso de la Corona, derechos de consumos y presupuestos9. 

Finalmente, en la legislatura 1865-1866 fue elegido diputado por Carmona. 
Fue miembro de las siguientes comisiones: mensaje por la sublevación militar del 
mes de enero, auxiliar de actas, contestación al discurso de la Corona, obras del 
puerto del Grao, cobro de contribuciones, y comisión mixta sobre el tráfico negre-
ro. Tomó parte en los discursos de contestación a la Corona, incompatibilidades, 
derechos pasivos de empleados provinciales y cobro de contribuciones10.  

                                                 
6 Ídem. Índice de la legislatura de 1860-1861, p. 44. 
7 Ídem. Índice de la legislatura de 1861-1862, p. 44. 
8 Ídem. Índice de la legislatura de 1862-1863, p. 23.  
9 Ídem. Índice de la legislatura de 1863-1864, p. 54-55. 
10 CONGRESO DE LOS DIPUTADOS. Diario de Sesiones. Serie histórica, CD-ROM nº 

14 (Legislaturas 1865-1866, 1867, 1867-1868 y 1869-1871). Índice de la legislatura 1865-
1866, p. 53. 
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El año de 1866, como es sabido, fue muy convulso para la política española; 
en efecto, acontecimientos como el alzamiento de Prim, la sublevación de los 
sargentos del Cuartel de San Gil y la dura represión subsiguiente, la sustitución 
de O’Donnell por Narváez al frente del gobierno y el cierre de las Cortes en el 
mes de julio, fueron caldeando el ambiente en contra de la monarquía de Isabel 
II. El último acto político de Mena y Zorrilla en este período fue su participa-
ción en una exposición de diputados y senadores de la oposición, dirigida a la 
reina en diciembre de 1866, quejándose de la conducta del gobierno de Narváez, 
y de la no convocatoria de las Cortes antes de fin de año, que fueron finalmente 
disueltas el 30 de diciembre de 1866. No le gustó tampoco la alianza de sus 
correligionarios con los unionistas para la destitución de Isabel II. 

Durante el Sexenio Revolucionario, Mena se mantuvo apartado de la políti-
ca, contrario como era a todo tipo de movimientos insurreccionales. Con la Res-
tauración borbónica, los políticos que se reunieron en el Senado en la primavera 
de 1875 le designaron miembro de la Comisión de Notables que se encargarían 
de redactar una nueva Constitución, de la que sería uno de sus ponentes.  

Poco después, afiliado al partido de Cánovas, fue elegido diputado por el 
distrito cordobés de Montilla en enero de 1876. En esta legislatura de 1876-
1877, durante la que ocupó el cargo de Director General de la Deuda, fue 
miembro de las Comisiones de contestación al discurso de la Corona, del con-
venio comercial entre España y Bélgica, de la fuerza de ejército permanente, de 
bandolerismo, de la etiqueta de felicitación al rey y a su hermana y presidente 
de la comisión de fueros. Tomó parte en los discursos sobre el acta de Montilla, 
discurso de la corona, presupuesto de Marina, emisiones de deuda, sobre la 
solicitud de los olivareros de Montilla para prohibir la importación de aceites de 
algodón, y especialmente, en el debate sobre el proyecto de ley de fueros, en el 
que se discutía su abolición, larga discusión que tuvo lugar el 12 de julio de 
1876 y en la que participaron, además de Mena y Zorrilla, los diputados conde 
de Llobregat, el marqués de la Vega de Armijo, Augusto Ulloa y Cánovas del 
Castillo11. 

En la legislatura extraordinaria de 1878 presentó su renuncia al acta de dipu-
tado al haber sido nombrado senador en representación de la Universidad de 
Sevilla por el claustro de profesores de dicha institución, que no había olvidado 
la magnífica labor que allí llevó a cabo. Siguió siendo senador por Universidad 
hasta que, a propuesta de Cánovas del Castillo, fue nombrado vitalicio en 1891, 

                                                 
11 CONGRESO DE LOS DIPUTADOS. Diario de Sesiones. Serie histórica, CD-ROM nº 15 

(Legislaturas 1871-1872, 1872, 1872-1873, 1873, 1873-1874 y 1876-1877). Índice de la legislatu-
ra 1876-1877, p. 125. 
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cargo que ocupaba en el momento de su fallecimiento. Asimismo, formó parte 
del Comité Provincial del Partido Conservador sevillano, creado en 188112. 

En el Senado mantuvo su habitual actividad oratoria; así, en la legislatura de 
1878 participó en discusiones sobre amortización de deuda pública y reforma de 
la ley electoral, así como en el debate sobre el voto de confianza al gobierno de 
Cánovas; en octubre de 1881 intervino en contra de la disposición del ministro 
Albareda, que proclamaba la libertad de acción de la enseñanza oficial y devol-
vía a sus puestos a los catedráticos cesados pocos años antes por el ministro 
Orovio. 

Igualmente intervino, en 1883, contra el proyecto de ley del Ministro de Jus-
ticia Romero Girón, sobre el establecimiento del Tribunal del Jurado en materia 
criminal, mostrándose firmemente opuesto a dicha institución, al considerar que 
el ejercicio del Jurado no es un derecho, sino una función, ni tampoco una ga-
rantía de derechos políticos, solo una manera de administrar justicia, y como 
institución jurídica no es un progreso reconocido ni satisface una exigencia del 
Derecho; opinaba, en fin, que no es una necesidad perentoria ni en nombre de la 
ciencia ni de la experiencia. 

En la legislatura de 1884 intervino en la discusión del proyecto de ley de au-
torización para plantear el Código Civil presentado por Francisco Silvela, a la 
sazón Ministro de Justicia, y en una enmienda para atraer a la legislación común 
a los habitantes residentes en territorios forales.  

En las Cortes de 1886 participó en numerosas discusiones, destacando su 
impugnación de los proyectos de Ley de Bases para la reforma del Código pe-
nal, presentado por Alonso Martínez, y para la reforma de la organización judi-
cial, por no constituir una verdadera ley orgánica de Tribunales; igualmente 
mantuvo un amplio debate con el ministro de Estado, Segismundo Moret, en 
diciembre de 1887, analizando diversas cuestiones de actualidad; volvió a opo-
nerse al proyecto de ley de juicio por jurados para determinados delitos, presen-
tado por Alonso Martínez en 1886; en asuntos de enseñanza, con motivo de la 
proyectada reorganización del Consejo de Instrucción Pública, defendió un Real 
Decreto de 1877 sobre régimen de profesorado, a cuya redacción había contri-
buido como Director General de Instrucción Pública. 

Además de toda esta actividad política, Mena ocupó diversos cargos admi-
nistrativos desde la década de 1850: Fiscal Especial del Ramo de Imprenta 
(1856) y Fiscal de Novelas en (1856-1863); Director General de Establecimien-
tos Penales en 1863, desde donde propuso a Concepción Arenal como visitado-

                                                 
12 CARRO CANCELA, D., dir. Diccionario biográfico de parlamentarios de Andalucía, 

1810-1869, Sevilla: Centro de Estudios Andaluces, 2010,  t. II p. 210-211.  
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ra de prisiones; Director General de Correos en 1864 y Subsecretario del Minis-
terio de Gobernación en ese mismo año. Ya durante la Restauración fue nom-
brado Director General de Propiedades y Derechos del Estado (1875) y después 
Director General de la Junta de Deuda Pública (1876), cargo desde el que hubo 
de abordar las consecuencias del desequilibrio financiero provocado por las 
reformas del período anterior y la necesidad de encontrar recursos para afrontar 
los gastos bélicos ocasionados por la Tercera Guerra Carlista. 

Su carrera administrativa prosiguió con el cargo de Director General de Ins-
trucción Pública (1876-1878), donde tuvo una actuación relevante. En efecto, se 
encargó de emitir una circular en septiembre de 1876 que abordaba temas como 
el orden racional de la sucesión de los estudios, la asistencia académica de 
alumnos y catedráticos, o la corrección de abusos de orden y método en el ejer-
cicio del profesorado, excluyendo de las aulas doctrinas antirreligiosas y políti-
cas que pudieran llevar a desórdenes entre los alumnos, documento que mereció 
el pláceme del Vaticano; además, apoyó el cese de diversos catedráticos promo-
vido por el ministro Orovio en la llamada “segunda cuestión universitaria”. 
Cabe destacar, por último, que intervino en la dotación de una beca para am-
pliación de estudios en el extranjero en favor de Marcelino Menéndez y Pelayo, 
algo que este calificó de fundamental para su formación intelectual. 

Siguió vinculado al mundo de la enseñanza como miembro del Consejo de 
Instrucción Pública entre 1879 y 1882, dimitiendo por las ya citadas desavenen-
cias en materias educativas con el Ministro de Fomento, el liberal José Luis 
Albareda.  

No obstante, sería repuesto por Cánovas en el Consejo de Instrucción Públi-
ca en 1890, siendo el último acto administrativo de su vida un voto particular al 
dictamen sobre el establecimiento de las cátedras de religión y moral en los 
Institutos, un mes justo antes de su muerte. 

Fue además Consejero de Estado desde 1877, destinado a la sección de lo 
Contencioso, pasando en 1884 a la sección de Hacienda, dimitiendo en 188613, 
y Fiscal del Tribunal Supremo en 1879, cargo del que mantuvo hasta que subió 
al poder el partido liberal en febrero de 1881. 

Antonio de Mena dejó también una obra escrita, Estudio sobre la extradición 
y los delitos políticos (Madrid, Imp. de la Revista de Legislación, 1887), que 
trata de la inmunidad del delincuente político y su extradición, argumentando 
que ciertos delitos políticos deben ser reducidos al derecho común, por lo que 
son incompatibles con la extradición, especialmente los que derivan de un esta-
do de guerra contra la sociedad, esto es, los de carácter revolucionario. Opina 

                                                 
13 Archivo del Consejo de Estado, P-047-013 
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que para los revolucionarios no debe haber privilegio ni hospitalidad segura en 
otros países, para lo que propone reformar la legislación de extradición. Esa 
hostilidad hacia los métodos violentos en la política fue una constante a lo largo 
de su vida. 

En lo referente a su paso por la Real Academia de Ciencias Morales y Políti-
cas, Mena y Zorrilla fue propuesto en 1890 para ocupar la medalla nº 5, vacante 
por fallecimiento del académico electo Salvador Albacete; firmaron la propues-
ta los académicos Emilio Alcalá-Galiano, Francisco de Cárdenas y Fernando 
Cos-Gayón. Resultó electo el 25 de noviembre de 1890, verificándose su ingre-
so en la Academia el 11 de diciembre de 189214. A lo largo de los dos años es-
casos en que fue académico se le contabilizaron 47 asistencias. 

Ingresó en la Academia en una época en que se abrió enormemente el espec-
tro ideológico de los miembros de la misma. Ello se debió, en parte, al inusitado 
número de bajas que hubo entre 1889 y 1891, años en los que fallecieron mu-
chos importantes académicos (Vicente de la Fuente, el conde de Toreno, el 
marqués de Reinosa, Claudio Moyano, Santiago Diego Madrazo y Manuel 
Alonso Martínez, además de los electos Salvador de Albacete y Fernando Vida 
y Palacio). Urgía, pues, la “entrada de nuevos miembros para contribuir al me-
jor y más activo desempeño de las tareas de este instituto”15. En efecto, entre 
1890 y 1894 fueron dados de alta como académicos numerarios, además de 
Mena, personalidades de la talla de Gumersindo de Azcárate, Marcelino Me-
néndez Pelayo, Feliciano Ramírez de Arellano, Vicente Santamaría de Paredes, 
Manuel Aguirre Tejada, Eduardo Sanz y Escartín y Luis Silvela.  

Su discurso de ingreso llevó por título Examen crítico de la moral naturalis-
ta, encargándose de la contestación Marcelino Menéndez y Pelayo, siendo esta 
la única ocasión en que el insigne polígrafo santanderino contestó a un acadé-
mico recipiendario en la Academia de Ciencias Morales. Es más, si tardó casi 
dos años en leer su discurso de ingreso, se debió a los diversos aplazamientos 
solicitados por Menéndez y Pelayo como académico contestatario. En una carta 
dirigida a este de junio de 1891, Mena le suplica su beneplácito para ser el en-
cargado de responder a su discurso, plenamente consciente del interés y solem-
nidad que dará al acto. Al ser además un asunto meramente filosófico, dice Me-
na que no encuentra entre sus amigos de la Academia otro más indicado16. 

                                                 
14 Archivo de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, Cª 54 
15 Archivo de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, Libro de Actas, t. XI, sesión 

de 11 de febrero de 1890.   
16 Carta de Antonio de Mena y Zorrilla a Marcelino Menéndez y Pelayo. Epistolario de Mar-

celino Menéndez Pelayo, vol. 11, carta nº 250, Madrid: Fundación Universitaria Española, 1982-
1991. 



PABLO RAMÍREZ JEREZ 

 

234 

Para el nuevo académico,  

“el evolucionismo de Darwin y Spencer, el positivismo de Comte y de Litré, 
la escuela antropológica italiana de Lombroso, Ferry y Garofalo, el materia-
lismo de Büchner y Maudsley… no son sino la expresión de un hecho graví-
simo y que pudiera considerarse como una de las notas características del 
movimiento intelectual contemporáneo: la irrupción avasalladora de la Física 
en el orden moral y filosófico”17,  

todo ello en detrimento de las ideas sobre las que ha basado la humanidad sus 
creencias religiosas y sociales. Las verdades del orden moral son obligaciones 
antes que evidencias, y el primero de los deberes es creer en el deber. 

Las preocupaciones de Mena son las normales de esta época entre los políti-
cos e intelectuales de tendencia más conservadora; en efecto, en un tiempo en 
que las nuevas corrientes filosóficas iban extendiéndose rápidamente, no podía 
faltar la réplica de los sectores más tradicionalistas. Este asunto tuvo gran im-
portancia en los debates intelectuales del último cuarto del siglo XIX, y así que-
dó reflejado en los discursos de ingreso de no pocos académicos recipiendarios 
y en diversas discusiones habidas en el seno de la Academia. Así, desde una 
cosmovisión católica y conservadora, como la que dominaba el mundo intelec-
tual de entonces, se analizaron las nuevas tendencias y sus fundamentos, mu-
chas veces apoyados en el racionalismo. Este racionalismo, del que nacía la 
modernidad, abarcaba las más diversas áreas del conocimiento: filosofía, políti-
ca, economía… con lo que el espacio religioso se reducía a pasos agigantados, 
con la consiguiente preocupación de los sectores conservadores. A este respec-
to, conviene resaltar que desde su fundación se leyeron en la Academia varios 
discursos de ingreso con la misma temática de fondo y haciendo patentes estas 
preocupaciones, como son los de Miguel Sanz Lafuente (Influencia de la moral 
cristiana en nuestra civilización e impotencia de la moral filosófica para obte-
nerla, 1860), Juan Antonio Andonaegui (Demostración de que en la religión 
católica el criterio de la verdad no es la razón natural, sino la autoridad de la 
Iglesia docente, 1869), José Moreno Nieto (Oposición fundamental entre la 
civilización religioso-cristiana y la racionalista, 1879), Carlos Mª Perier (La 
armonía en la civilización es el gran problema que este siglo crítico, gigante en 
lo material, pero incierto en lo filosófico y flaco en lo moral, lega al siglo si-
guiente, 1881) o Juan Manuel Ortí y Lara (Teorías opuestas entre sí acerca del 
Estado y su fin, según que procedan del concepto de la evolución o del concepto 

                                                 
17 MENA Y ZORRILLA, Antonio de. “Examen crítico de la moral naturalista”, en Discursos 

de recepción y de contestación leídos ante la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas T. 
VI (1891-1894),  Madrid: Imp. de los Huérfanos, 1894, p. 298. 
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de la creación, 1899), trabajos todos ellos en la misma senda que el de Mena y 
Zorrilla. 

Para Mena, que se vale en su discurso de la obra de Jean-Marie Guyau La 
moral d’Epicure (Paris, 1878), ya en este filósofo se anticipa lo que hay de ori-
ginal y atrevido en estos nuevos pensadores. El hedonismo necesita una socie-
dad descreída para su florecimiento, en la que el hombre debía encontrar en el 
mundo físico su única guía y norma de conducta. Epicuro quiere borrar toda 
huella de divinidad en la naturaleza y en el alma, idea que retomarán Lamarck y 
Darwin. Presenta como precursores de la moral naturalista a Erasmo, Montaig-
ne, Gassendi, Hobbes, La Rochefoucauld, La Mettrie, d’Holbach y Helvecio. 
Especialmente este y los filósofos franceses de la Ilustración son los fundadores 
del utilitarismo moderno. Pasando a su siglo, expone el nuevo académico la 
futilidad de las escuelas filosóficas modernas, representadas por Bentham, 
Stuart Mill y Herbert Spencer, que han intentado fundar la moral en la utilidad, 
lo que es una suerte de moderno epicureísmo. La filosofía inglesa del XIX es el 
centro de esa filosofía utilitarista, con diversos seguidores en Francia e Italia. La 
vida del espíritu y de la metafísica, por el contrario, está muy apagada. Esta 
escuela utilitaria busca crear una moral puramente científica, fundada en la ob-
servación, y conciliarla con los elevados sentimientos y aspiraciones de la con-
ciencia humana. Para Mena, en definitiva, existe ya una síntesis perfecta y ad-
mirable, compendio de toda moral práctica, explicitada en el Evangelio de San 
Mateo: “Buscad el reino de Dios y su justicia, que lo demás se os dará por aña-
didura”18. 

Por otro lado, Antonio de Mena participó en distintas discusiones académi-
cas, a través de las cuales es posible apreciar plenamente su pensamiento polí-
tico y social; así, con los académicos Colmeiro, conde de Torreánaz, Figuero-
la, Linares Rivas, Azcárate y Santamaría de Paredes, tomó parte en la discu-
sión que con el título “¿Sería conveniente restablecer los gremios de artes y 
oficios? El restablecimiento de las instituciones gremiales ¿podrá facilitar o 
dificultar los medios de resolver la cuestión social?”19, se inició en febrero de 
1893. En este debate se discutieron las doctrinas del sociólogo valenciano 
Eduardo Pérez Pujol (1830-1894), gran defensor de la reinstauración de los 
gremios para resolver la cuestión social. Mena y Zorrilla opina sobre la cues-
tión social, recuerda las ventajas de los antiguos gremios y pone de manifiesto 
la necesidad apremiante de mejorar la situación de los obreros, cuya situación 
era mejor en los siglos XV y XVI, ya que no había distinciones de clases, ni 
                                                 

18 Op cit., p. 345. Se refiere a San Mateo 6,33.  
19 Memorias de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, t. VIII (Madrid: Imp. del 
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luchas entre el capital y el trabajo, el maestro llegaba a serlo habiendo sido 
antes aprendiz y oficial. Los gremios fueron instituciones de carácter religio-
so, benéfico e industrial, que amparaban a viudas, huérfanos e inválidos, ga-
rantizaban los intereses del público evitando fraudes y adulteraciones. Pérez 
Pujol explica cómo Valencia era una verdadera democracia basada en la orga-
nización gremial, cuyas disputas se dirimían en pleitos. El poder público y sus 
propios defectos acabaron por arruinar a los gremios. En España acabaron por 
ley en 1913, reproducida en 1836, y solo en Valencia conservaron sus talleres. 
Al suprimirlos, se libró al individuo de las trabas gremiales, pero se le dejó 
aislado, por lo que aparecieron las nuevas formas de asociación, en principio 
de socorros mutuos, las únicas permitidas en muchos países, aunque su nece-
sidad social determinó eventualmente su tolerancia, apareciendo así los sindi-
catos. En España terminó esa prohibición de asociaciones en 1868, florecien-
do inmediatamente las asociaciones de obreros. Según Mena, hay que transi-
gir, optando por las asociaciones legales para librarse de las que son un peli-
gro social. Es partidario de alentar su creación con privilegios que atraigan a 
los obreros por su propio interés. Es cauto, de todas formas, pues se sabe que 
en Alemania y Austria muchos obreros optan por las asociaciones ilegales, por 
lo que hay que hacer más atractivo el asociacionismo legal. 

Asimismo, participó ampliamente en el debate sobre las “Ventajas o incon-
venientes de convertir el derecho de sufragio en una función pública obligato-
ria”20, junto a los académicos Colmeiro, Santamaría de Paredes, Salvá, Azcárate 
y Linares Rivas, celebrado en diferentes sesiones entre octubre de 1893 y marzo 
de 1894. El tema de la reforma electoral no era nuevo en la Academia; ya había 
sido tratado por Raimundo Fernández Villaverde en su discurso de ingreso en 
1889, que llevó por título “Consideraciones histórico-críticas acerca del sufra-
gio universal como órgano de la representación política en las sociedades mo-
dernas” y el académico Sanz y Escartín se había encargado de prologar ya notar 
la edición española del influyente libro de Edmond Scherer El sufragio univer-
sal y la democracia (Madrid, 1888). 

En este asunto, Mena y Zorrilla considera conciliables la función y el dere-
cho de sufragio; al igual que el servicio militar es obligatorio, se pregunta por 
qué no ha de serlo el sufragio, por qué el Estado no ha de pedir al ciudadano el 
tributo de su opinión y su voto. Si bien el voto es libre, su ejercicio debe ser 
obligatorio, y si el sufragio es universal, lo lógico es ejercerlo para que esté 
representada la mayoría del país. 

                                                 
20 Memorias de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, t. VIII (Madrid: Imp. del 
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Pero el voto es algo que atañe a la conciencia, y hay que respetar que haya 
ciudadanos sin esa conciencia de voto, por lo que sería tiránico el exigirlo. 
Además, opina, el sufragio universal entraña graves complicaciones, pues puede 
favorecer el desorden y el anarquismo. En otra sesión del mismo debate se cen-
tró Mena en si puede ser obligatorio el ejercicio del derecho electoral, teniendo 
en cuenta que derecho y obligación son dos conceptos correlativos e insepara-
bles; opina que no por ser el sufragio un derecho podía sostenerse que no pudie-
ra ser al mismo tiempo una obligación. Se da un gran paso si se considera al 
sufragio no un derecho sino una función política, no en favor del votante, sino 
en beneficio del Estado, por lo que sería una consecuencia natural el hacerlo 
obligatorio, semejante al pago de impuestos o al servicio militar. Si los electores 
no participan, por las causas que sean, la intriga y la corrupción aparecerán, y 
los resultados serán deficientes. Considera, pues, al cuerpo electoral como el 
conjunto del país constituido en condiciones de intervenir en su propio gobierno 
por medio de la representación, por lo que las Cámaras deben ser un verdadero 
trasunto suyo, siendo necesario por tanto que se presente en toda su integridad, 
pues si se dejan las urnas a merced de las pasiones y la intriga, las Cámaras de 
convertirán en un hervidero de ambiciones. El sufragio es, por tanto, un verda-
dero servicio público, y como tal obligatorio, si bien en la práctica es imposible 
declararlo así, ya que la mentalidad política de los españoles no favorece este 
método. Es el tiempo, y no las leyes, el que cambiará las costumbres; Mena se 
contenta, finalmente, con que el ejercicio del sufragio se proclame como deber 
patriótico y moral. 

Por último, participó también en la discusión sobre “El socialismo de Esta-
do”21, que se celebró en la Academia a lo largo de 1894. Fueron copartícipes en 
esta larga discusión numerosos académicos: Melchor Salvá, el conde de Torreá-
naz, Figuerola, Sanz y Escartín, Fernández Villaverde, Sánchez de Toca, Me-
néndez Pelayo, Cos-Gayón y Azcárate. El debate se inició a raíz de la publica-
ción de libro de Claude Jannet Le socialisme d'Etat et la réforme sociale (Paris, 
1890). Muchos académicos abogaban por una cierta intervención estatal en el 
ámbito laboral, por lo menos para amparar a los débiles, garantizar los medios 
legales de las asociaciones obreras e impedir la explotación laboral22.  

A este respecto, Mena y Zorrilla, que intervino en noviembre de 1894, dis-
tingue entre el socialismo general, “la activa aspiración de las clases más nume-

                                                 
21 Memorias de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, t. VIII (1898), p. 393-472; 

las intervenciones de Mena en las págs. 463-466.  
22 DIEGO GARCÍA, Emilio de. 1857-2007. La Real Academia de Ciencias Morales y Políti-

cas: Cultura y política en la España contemporánea. Madrid: Real Academia de Ciencias Mora-
les y Políticas, 2009,  p. 198. 
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rosas y pobres a mejorar las actuales condiciones de su existencia”, y el socia-
lismo de Estado, concebido este como “la intervención del Gobierno dirigida a 
promover el advenimiento de las clases más pobres a condiciones más favora-
bles de existencia” (p. 463). Este socialismo reivindicador es natural, legítimo y 
plausible, aunque la pasión y las exageraciones lo lleven a la utopía y al crimen. 
En efecto, el socialismo revolucionario recurre a la violencia para conseguir sus 
propósitos, y de él forma parte el anarquismo, destructor por definición. Hay, 
por supuesto, un socialismo legal, dividido asimismo en una facción radical y 
otra gubernamental que procura conciliar las instituciones existentes con sus 
reivindicaciones. Se muestra partidario de este socialismo sin exageraciones, 
que no confunda al Estado con la sociedad ni se oponga a la iniciativa indivi-
dual, que debe ser respetada como fuente de todo derecho. En cualquier caso, es 
destacable esta postura en los últimos años de su vida. 

Antonio de Mena y Zorrilla, casado en segundas nupcias con Francisca Car-
bonell en 1874, falleció en Madrid el 25 de febrero de 1895. Una faceta curiosa 
de su vida, que nada tiene que ver con su carrera política y administrativa, es 
que era un gran aficionado a los adelantos agrícolas, que practicaba con sumo 
interés y provecho en su finca de Aguilar de la Frontera, logrando incluso intro-
ducir sus aceitunas en el mercado del sur de Francia. 

 




